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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA DE CHILE Y LA REPUBLICA DE BOLIVIA PARA LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES".








HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado bilateral celebrado entre los Gobiernos de Chile y de Bolivia con el objeto de regular la recíproca promoción y protección de las inversiones que sus nacionales, personas naturales o jurídicas, efectúen en el territorio del otro Estado, de conformidad con las leyes y reglamentos del país receptor de la inversión.





I.� ANTECEDENTES GENERALES.�





El tratado en estudio fue suscrito en La Paz, Bolivia, el 22 de septiembre de 1994, por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción de Chile, señor Alvaro García Hurtado, y el Ministro de Hacienda y Desarrollo Económico del vecino país, señor Fernando Cossio.





Nuestro país ha celebrado en los últimos años una veintena de tratados bilaterales sobre la materia que regula el instrumento en informe, la mayoría de ellos ya aprobados, o en trámite de aprobación, por el Congreso Nacional, como los suscritos con Argentina, España, Finlandia, Francia, Italia, Malasia, Noruega, República Federal de Alemania, Unión Económica Belgo-Luxemburguesa y Venezuela. De este modo, como lo señala el mensaje, se manifiesta el interés de nuestro país por mantener y acrecentar los flujos de capitales foráneos como un necesario aporte a las políticas de desarrollo que impulsó la pasada Administración y que el actual Gobierno ha hecho suya.





	II.� RESEÑA DEL TRATADO EN INFORME.





Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final del informe, consta de once artículos y un protocolo adicional, en los que se regula, en términos substancialmente análogos a los de todos los tratados de su tipo, los compromisos que se os explicitan en seguida.





En primer lugar, los Gobiernos de Chile y de Bolivia, o Partes Contratantes, como se les denomina en el texto del tratado, se comprometen a incentivar, autorizar y proteger, dentro de su territorio nacional y en conformidad a su legislación, las inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante, y, en consecuencia, a no obstaculizar, mediante medidas injustificadas o discriminatorias, su libre administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, transferencia, venta y liquidación (artículo.III).





Cabe señalar que este tratado se aplicará a las inversiones efectuadas antes y después de su entrada en vigencia; sin embargo, no se aplicará a las divergencias o controversias que hubieren surgido con anterioridad (artículo II).





El Protocolo adicional precisa que no se aplicará a una persona jurídica organizada en virtud de las leyes de un tercer país, cuando se hayan invocado las disposiciones de un acuerdo de protección de inversiones con ese país o ese tercer país invoque la protección diplomática mediante una petición formal con respecto a la misma materia (addenda al artículo II).





Por inversionistas se entenderán las personas naturales, chilenos o bolivianos, según los casos; las personas jurídicas constituidas según la legislación M país en que tengan su sede, así como sus actividades económicas substanciales, y las personas jurídicas constituidas conforme a la legislación de cualquier país, que fueren efectivamente controladas por las personas naturales o jurídicas antes señaladas (Nº1 del artículo I).





En el Protocolo adicional al tratado, las Partes Contratantes convenido normas que les permitirán exigir prueba del control efectivo de la inversión.





Con ese propósito se establece que se aceptarán como prueba de dicho control, el hecho de una participación substancial directa o indirecta en el capital de la persona jurídica que permita su manejo real; como, por ejemplo, el tener una participación directa o indirecta superior a un 50% del capital o una participación accionaria mayoritaria.





También se admitirá como prueba del control efectivo de la inversión, el hecho de tener el control directo o indirecto de los derechos de votación, que permitan el ejercicio de la facultad de decidir sobre la administración y operaciones; o el ejercicio de la facultad de decidir sobre la composición del directorio o de cualquier cuerpo administrativo (addenda al N" 1 del artículo I del tratado).





Por inversión se entenderá, según el Nº 2 del artículo 1, toda clase de bienes o derechos relacionados con una inversión siempre que ésta se haya efectuado en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se realiza la inversión, y comprenderá, aunque no exclusivamente:





	Los bienes muebles e inmuebles, así como los demás derechos reales;





	Las acciones, cuotas societarias y cualquier otro tipo de participación en sociedades; los derechos de crédito o cualquier otra prestación que tenga valor económico;





	Los derechos de propiedad intelectual, in autor y de propiedad industrial, y





	Las concesiones comerciales otorgadas por ley o en virtud de un contrato, incluidas las concesiones para explorar, cultivar, extraer, explotar e industrializar recursos naturales.





	En segundo término, los Gobiernos se comprometen a garantizar a las inversiones que se efectúen al amparo de este tratado, un tratamiento justo y equitativo dentro de su territorio, asegurándoles que el ejercicio de sus derechos no será obstaculizado.





	Dicho tratamiento tampoco podrá ser menos favorable que aquel otorgado a las inversiones de sus propios inversionistas o a inversionistas de un tercer país, si este último fuere más favorable, excluyéndose de esta obligación las ventajas especiales que una Parte Contratante otorgue en virtud de un convenio relativo a la creación de una área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional o en virtud de un acuerdo relacionado en su totalidad o principalmente con materias tributarias (artículo IV).





	En seguida, los Gobiernos se comprometen a permitir que los inversionistas realicen la transferencia de los fondos relacionados con las inversiones en moneda de libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente, los intereses, dividendos, utilidades y otros beneficios derivados de la inversión; las amortizaciones de créditos externos relacionados con una inversión; el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión o cuando corresponda el capital invertido; los pagos producto del arreglo de una controversia y las compensaciones que se paguen por causa de expropiación (artículo V).





En el Protocolo se precisa que las transferencias correspondientes a inversiones realizadas de acuerdo con el Programa Chileno para la Conversión de la Deuda Externa, se regirán por las normas especiales que dicho Programa establece, y que el capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año, contado desde su ingreso al territorio nacional, salvo que la legislación de la Parte receptora de la inversión contemple un tratamiento más favorable (addenda al artículo V).





También se comprometen los Gobiernos de Chile y de Bolivia a no adoptar medidas que priven, directa o indirectamente, a un inversionista del otro país, de su inversión, a menos que ellas no sean discriminatorias, se adopten por causa de utilidad pública o interés nacional, de conformidad con la ley; y vayan acompañadas del pago de una compensación inmediata, suficiente y efectiva, basada en el valor de mercado que las inversiones afectadas tenían en una fecha inmediatamente anterior a aquella en que la medida llegó a conocimiento público.





De la legalidad de la medida de nacionalización, expropiación o que tenga un efecto equivalente, y del monto de la compensación, se podrá reclamar en procedimiento judicial ordinario.





Por otra parte, los inversionistas que sufran pérdidas debido a una guerra o cualquier otro conflicto armado; a un estado de emergencia nacional; disturbios civiles u otros acontecimientos similares en el territorio del país receptor de su inversión, deberán recibir de éste, por concepto de reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que el que dicho país conceda a los inversionistas nacionales o de cualquier tercer Estado (artículo VI).





Otro de los compromisos que contraen los Gobiernos los obliga a reconocer el derecho de la Parte Contratante a subrogarse en los derechos del inversionista cuando ella hubiere efectuado un pago en virtud de un contrato o garantía que hubiere cubierto a la inversión contra riesgos no comerciales (artículo VII).





Por último, se establecen en este tratado los procedimientos para resolver las controversias que se susciten a propósito de la inversión entre el Gobierno del Estado receptor y el inversionista del otro Estado (artículo X) y entre los Gobiernos con motivo de la aplicación e interpretación del tratado (artículo IX).





En el primer caso, los procedimientos empezarán con la búsqueda de una solución amistosa durante seis meses, pero si en ese plazo ella no se logra, el inversionista podrá elegir entre recurrir a los tribuales competentes del Estado receptor de su inversión o al arbitraje del "Centro Internacional para la Conciliación de Controversias de Inversión" (ICSID o CIADI, según se use su sigla inglesa o española).





El Convenio constitutivo del ICSID fue aprobado, en su oportunidad, por el Congreso Nacional y se encuentra incorporado al orden jurídico interno, en virtud de lo dispuesto por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores No 1.304, de 1991, publicado en el Diario Oficial del 9 de enero de 1992.





La elección que haga el inversionista será definitiva y la decisión arbitral que se dicte también será definitiva y obligatoria para ambas Partes en la controversia.





En el segundo caso, la solución se buscará por la vía diplomática, pero si al cabo de seis meses no se logra acuerdo, cualquiera de los Gobiernos podrá recurrir unilateralmente al arbitraje internacional, según un procedimiento semejante al regulado en todos los tratados bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones que nuestro país ha celebrado hasta el momento.





Conforme a las cláusulas finales del artículo XI, este tratado empezará a regirá por quince años y después su vigencia se prolongará indefinidamente, sin peduicio del derecho de los Gobiernos para denunciarlo en cualquier momento, con un preaviso de un año (Nºs. 1 y 2 del artículo XI).





En dichas cláusulas se dispone que este tratado será aplicable independientemente de que existan o no relaciones diplomáticas entre ambas Partes Contratantes (Nº 4 del artículo XI).








	Como os lo ha señalado vuestra Comisión en otros informes, procede indicaros que las normas tocantes a la expropiación de la inversión (artículo VI) y las relativas a la transferencia de¡ capital de la inversión (artículo V y addenda del Protocolo adicional), son armónicas con las disposiciones pertinentes de la Constitución Política y del decreto ley N' 600, de 1974, sobre Estatuto de la Inversión Extranjera.





	II.� DECISIONES DE LA COMISION.





	a) Aprobación del tratado y texto substitutivo del artículo único del proyecto de acuerdo.





	En el seno de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana hubo consenso en compartir las consideraciones de mérito que han llevado a los Gobiernos a celebrar este tratado, según lo señalan en su preámbulo; del mismo modo como se compartieron las que expone el Presidente de la República en su mensaje.





	Por lo expuesto y lo que os podrá agregar el señor Diputado Informante, vuestra Comisión decidió, por unanimidad, aprobar el tratado en informe y proponeros que adoptéis el artículo único del proyecto de acuerdo con modificaciones formales menores, que tienen por objeto principal identificar el tratado por el nombre que le dieron los Gobiernos al suscribirlo, según consta en el texto autorizado sometido a vuestra consideración.





	El texto que os propone vuestra Comisión es el siguiente:





	"Artículo único.� Apruébanse el "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Bolivia para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones" y su Protocolo, suscritos en La Paz, Bolivia, el 22 de septiembre de 1994.".





	b) Designación de Diputado Informante.





	Esta designación recayó, por unanimidad, en el Diputado don CARLOS DUPRE SILVA, Presidente en ejercicio de la Comisión.





	c) Constancias reglamentarias.





Para los efectos de los Nºs. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os hace constar que este instrumento no contiene disposiciones que merezcan las menciones que ordenan dichos preceptos.





Acordado en sesión del día 4 de abril de 1995, con asistencia de los señores Diputados Dupré Silva, don Carlos (Presidente en ejercicio de la Comisión); Balbontín Arteaga, don Ignacio; Caminondo Sáez, don Carlos; Jocelyn�Holt Letelier, don Tomás; Letelier More¡, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Moreira Barros, don lván; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Macchiavello, don Jorge; Urrutia Cárdenas, don Salvador, y Valcarce Medina, don Carlos.





SALA DE LA COMISION, a 4 de abril de 1995.








FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión


